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PEREIRA - RISARALDA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, mayo catorce de dos mil nueve
Acta número 034 de mayo 14 de 2009
Hora: dos y quince de la tarde (2:15 p.m.)
En la fecha y hora señaladas, se da inicio a la audiencia pública dentro de la que habrá de resolverse el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, el 23 de enero de 2009, en el proceso ordinario que RUTH ELENA ZAPATA VANEGAS promueve en contra de el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó el magistrado ponente, el cual corresponde a la siguiente,

SENTENCIA   

Contando con la asesoría de mandatario judicial, pretende la demandante que se ordene al ISS la reliquidación de su pensión de sobrevivientes, reconocida mediante Resolución No. 003980 de 2001; que se realice el pago de la diferencia mensual encontrada, aplicando los IPC correspondientes o el factor inflacionario; con las mesadas adicionales de junio y diciembre y de acuerdo a los hechos y el reajuste de las mesadas adicionales de julio y diciembre de cada año más las costas procesales.
Se basan tales pedidos en los hechos que a continuación se sintetizan:

La promotora de este proceso recibe pensión de sobrevivientes por parte del ISS desde el 25 de septiembre de 2001, por el deceso de su cónyuge Fernando Enrique Muñoz Arbeláez, quien falleció el 30 de noviembre de 2000. 
El ISS, al momento de establecer el IBL para establecer el monto de la mesada pensional, no tuvo en cuenta el promedio de lo devengado durante toda la vida laboral del causante, incrementado con el IPC de cada anualidad, el cual resulta ser superior al obtenido por el Instituto, que nada más corresponde a los 10 últimos años. Resalta que existía derecho a aplicar el IBL de toda la vida, pues el óbito había efectuado aportes por más de 1.250 semanas, como lo exige el canon 21 de la Ley 100 de 1993. 
Se han elevado varias reclamaciones a la entidad en el sentido de aplicar la fórmula mencionada para establecer el ingreso base de liquidación, sin obtener respuesta favorable, agotándose con ello la reclamación administrativa.   
Admitida la demanda, mediante auto del 16 de noviembre de 2007, se ordenó correr el traslado del caso a la accionada quien, una vez notificada dio respuesta a la demanda, a través de apoderado judicial, donde aceptó los hechos primero, segundo y sexto; negó los demás. Se opuso a la prosperidad de las pretensiones debido a que no es cierto que el promedio de todo lo cotizado durante toda la vida resulte ser más favorable para la pensionada, tal como se evidencia en las liquidaciones realizadas por la entidad. Propuso como excepciones de fondo las que denominó “Prescripción” e “Inexistencia del derecho”.

Se celebró la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral, sin que fuera posible llegar a un acuerdo conciliatorio, por la ausencia de ánimo por parte de la entidad demandada, se corrió traslado de las excepciones propuestas, se fijó el litigio y no se adoptaron medidas de saneamiento. Seguidamente se decretaron las pruebas solicitadas por las partes, las cuales se practicaron y allegaron a la actuación en las posteriores audiencias de trámite.

Agotado el debate probatorio, se dictó la sentencia que puso fin a la instancia, donde la Juez desechó las pretensiones, por encontrar que, según la liquidación allegada por el ISS al infolio, cotejada con la historia laboral, el IBL de toda la vida laboral del fallecido, es muy inferior al aplicado en la Resolución inicial, por lo que no resulta procedente la modificación pretendida. 
Dicha decisión fue objeto del recurso de apelación por la parte demandante por medio de apoderado judicial, quien sustentó en debida forma y con los siguientes argumentos:
Manifiesta que el despacho hizo una errónea valoración de la prueba documental, pues los diferentes estudios allegados a la actuación por el ISS arrojan valores diferentes sobre el IBL, lo que le resta credibilidad al último de los anexados, además, la Juez dividió el contenido del documento, dándole valor a una parte y desechando la otra. Resalta que la Sala Laboral debe procurar obtener el IBL que verdaderamente corresponde a este caso, aceptando para ello la tabla presentada con la demanda o, de no hacerlo así, adoptar el IBL de $913.060 de los últimos 10 años, establecido por el ISS en el documento aportado al expediente –fls. 128 y 129-.

Concedida la alzada, se remitieron las diligencias a esta Sala, donde se dispuso el trámite propio de la instancia.
Se dispone la Sala a resolver lo que corresponda, con base en las siguientes, 
CONSIDERACIONES
Competencia.

Radica en esta Colegiatura, en virtud de los factores territorial y funcional, de conformidad con lo enunciado en los artículos 5º y 15 literal b) ordinal primero del Estatuto Instrumental Laboral.

Problema jurídico.

Conforme al escrito de apelación, la inconformidad del censor radica, esencialmente, en el valor que le dio la Juez de primer grado a los varios documentos que allegó el ISS para establecer el IBL de la pensión de sobrevivientes de la que disfruta de la actora. Según su criterio, tales escritos no brindan certeza porque todos arrojan valores distintos entre sí. Para la solución de este debate, este Juez colegiado analizará, en primera medida, lo tocante a la valoración de las pruebas, en materia laboral para, posteriormente, aplicarlo en el caso concreto y establecer el monto del IBL correspondiente a toda la vida laboral del afiliado fallecido.

Siguiendo las voces del artículo 61 del Código de Procedimiento Laboral, el Juez es libre en la valoración de las pruebas, es decir, que no se encuentra atado a ninguna tarifa legal prefijada o unos baremos de evaluación de los medios de convicción allegados a un proceso, sino que, en aplicación de “los principios científicos que informan la critica de la prueba y atendiendo a las circunstancias relevantes del pleito y la conducta procesal observada por las partes”, podrá fijarle a determinada prueba el valor que estime pertinente y que se convenza le corresponde en la resolución del pleito.

Esa libertad en la valoración que le otorgó el legislador al Juez Laboral, le permite tomar de las diferentes pruebas que se arrimen a un proceso, los apartes que de una u otra forma le clarifiquen el pleito, lo que se traduce en que una prueba, puede no resultar útil en todo su contexto, pero si en varios de sus apartes le permite al operador jurídico obtener la certeza necesaria para estimar o desestimar las pretensiones, puede tomar aquellos pasajes y desechar el resto. Esto no constituye una afectación o fraccionamiento de las pruebas, sino que es el simple ejercicio de la libertad de apreciación.
Ahora, esa libertad, en ningún momento puede convertirse en “libertinaje”, pues tampoco es posible prohijar cualquier sentido que el Juez le quiera dar a una prueba, cuando lógicamente de su contexto no se desprende dicho contenido. En todo caso, la valoración de la prueba, debe ocurrir dentro del marco de la lógica, la sana crítica y las máximas de la experiencia.
En el presente caso, campean en el plenario varios reportes, allegados por el ISS, en los cuales se efectúa el estudio del IBL en los 10 años anteriores al deceso del señor Muñoz Arbeláez. De entrada debe descartarse que en los mismos también conste el Ingreso Base de Liquidación de toda la vida laboral, pues es evidente que en los estudios únicamente se incluyeron los 10 años –efectivamente cotizados- que antecedieron al deceso del afiliado.

Ello se evidencia en el reporte allegado con la contestación de la demanda –fl.29- en el cual si bien se establece “IBL Vida: 887940”, al observar el estudio que se efectuó, nada más implicó los valores sobre los cuales se cotizó entre el 24 de septiembre de 1986 al 30 de noviembre de 2000, esto es, los últimos 10 años efectivamente cotizados. Igual ocurre en los reportes visibles a folios 89 y 92. Se descarta entonces, que el valor allí consignado corresponda al IBL de toda la vida laboral del óbito.
La situación, en cambio, si varía ampliamente con el reporte allegado por el ISS a la actuación, en virtud de requerimiento judicial –fls. 126 a 128-, en el cual se estudiaron todos los valores sobre los cuales efectuó cotizaciones el señor Fernando Enrique, desde el año 1967 hasta el momento de su deceso, el cual arrojó un IBL para el año 2000 equivalente a $489.227, del cual coligió la Juez, que era muy inferior al que se había aplicado en la resolución de reconocimiento pensional, desechando, consecuentemente las pretensiones.

No hay ningún error en la apreciación de dicho medio de prueba que, además, fue puesto en conocimiento de las partes y no tuvo ninguna objeción, por lo que se observa que el mismo fue validamente allegado al proceso. 

Y ninguna distorsión o mal entendimiento se puede reprochar a la Juez a-quo, pues ella lo único que hizo fue adoptar el contendido del documento en la sentencia, pues fue ese texto el que le permitió arribar al convencimiento de la improsperidad de las pretensiones.

Así las cosas, deleznable resulta entonces el argumento de que la Juez incurrió en un yerro al valorar las pruebas.

Ahora, no obstante la anterior conclusión, estima pertinente la Sala, atendiendo el pedido del apelante, establecer verdaderamente el valor del IBL obtenido de contabilizar todos los salarios base de cotización sobre los que efectuó aportes el fallecido, aunque habrá de precisarse que no se acogerán las operaciones efectuadas por el demandante, ni las presentadas por el ISS, sino que se efectuará el análisis respectivo, partiendo de los valores reflejados en la historia laboral –fls. 104 y ss- y se actualizarán anualmente con apoyo en los índices de precio al consumidor establecidos por el DANE
. Se procede a efectuar las operaciones así:  

	PERÍODO
	SALARIO
	VALOR ACT. A NOV. 2000.
	#DÍAS CON IBC
	# TOTAL  DE DÍAS.
	PROMEDIO

	1967
	$450
	$195.808
	365
	11.830
	$6.280

	1968
	$450
	$182.708
	366
	11.830
	$5.876

	1969
	$450
	$171.541
	365
	11.830
	$5.502

	1970
	$450
	$157.913
	365
	11.830
	$5.065

	1971
	$450
	$148.164
	31
	11.830
	$404

	1971
	$930
	$306.205
	334
	11.830
	$8.987

	1972
	$930
	$268.530
	366
	11.830
	$8.636

	1973
	$930
	$235.573
	176
	11.830
	$3.643

	1973
	$1.290
	$326.763
	190
	11.830
	$5.456

	1974
	$1.290
	$263.349
	365
	11.830
	$8.447

	1975
	$1.290
	$208.428
	365
	11.830
	$6.685

	1976
	$1.290
	$176.979
	213
	11.830
	$3.313

	1976
	$1.770
	$242.831
	153
	11.830
	$3.265

	1977
	$1.770
	$193.091
	304
	11.830
	$5.158

	1977
	$2.430
	$265.091
	61
	11.830
	$1.421

	1978
	$2.430
	$205.960
	365
	11.830
	$6.606

	1979
	$3.300
	$236.192
	365
	11.830
	$7.576

	1980
	$3.300
	$183.379
	31
	11.830
	$500

	1980
	$4.410
	$245.061
	335
	11.830
	$7.214

	1981
	$5.790
	$255.659
	212
	11.830
	$4.763

	1981
	$9.480
	$418.592
	153
	11.830
	$5.628

	1982
	$9.480
	$331.269
	365
	11.830
	$10.625

	1983
	$9.480
	$267.088
	365
	11.830
	$8.567

	1984
	$11.850
	$286.231
	75
	11.830
	$1.886

	1984
	$26.410
	$637.921
	253
	11.830
	$14.182

	1984
	$14.610
	$352.898
	38
	11.830
	$1.178

	1985
	$14.610
	$298.358
	90
	11.830
	$2.360

	1985
	$25.530
	$521.361
	275
	11.830
	$12.599

	1986
	$30.150
	$502.824
	365
	11.830
	$16.127

	1987
	$30.150
	$415.729
	59
	11.830
	$2.155

	1987
	$41.040
	$565.888
	306
	11.830
	$15.216

	1988
	$41.040
	$456.287
	60
	11.830
	$2.406

	1988
	$123.210
	$1.369.863
	306
	11.830
	$36.835

	1989
	$123.210
	$1.069.203
	365
	11.830
	$34.293

	1990
	$123.210
	$847.766
	31
	11.830
	$2.309

	1990
	$197.910
	$1.361.752
	334
	11.830
	$39.967

	1991
	$197.910
	$1.028.824
	365
	11.830
	$32.998

	1992
	$197.910
	$811.247
	366
	11.830
	$26.091

	1993
	$197.910
	$648.324
	365
	11.830
	$20.794

	1994
	$197.910
	$528.812
	181
	11.830
	$8.411

	1994
	$520.000
	$1.389.431
	184
	11.830
	$22.465

	1995
	$650.000
	$1.416.746
	325
	11.830
	$40.461

	1996
	$1.000.000
	$1.824.552
	299
	11.830
	$47.939

	1996
	$1.200.000
	$2.189.462
	60
	11.830
	$11.544

	1997
	$1.600.000
	$2.400.134
	360
	11.830
	$75.927

	1998
	$1.600.000
	$2.039.543
	30
	11.830
	$5.377

	2000
	$147.390
	$147.390
	17
	11.830
	$220

	2000
	$520.000
	$520.000
	60
	11.830
	$2.742

	2000
	$18.000
	$18.000
	1
	11.830
	$2

	TOTAL
	$606.091


Según los cálculos efectuados por esta Sala,  el IBL de toda la vida laboral del fallecido equivale a $606.091, cifra que si bien supera el monto obtenido por el ISS en el estudio allegado al proceso –fls. 127 y 128-, sigue siendo inferior al tenido en cuenta por el ISS al momento de reconocer la pensión de sobrevivientes –fl. 9-. 
En torno a la petición del censor de dar aplicación al IBL de los 10 años que se refleja en el estudio plurimencionado, equivalente a $913.060, debe despacharse desfavorablemente, pues dicho punto no fue objeto de  litigio en este caso, ya que la pretensión se encaminaba específicamente a la reliquidación con base en el IBL de todos los salarios sobre los cuales cotizó el fallecido. Por ello, conforme al principio de la congruencia, y en conservación de las garantías procesales fundamentales de la contraparte, se desechará este pedimento.
Así las cosas, se confirmará la decisión apelada, con las aclaraciones condensadas en el cuerpo de esta providencia.  
Costas en esta instancia a cargo de la parte apelante.
Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley 
FALLA:
CONFIRMAR la sentencia revisada, con las aclaraciones consignadas en el cuerpo de esta decisión. 
Costas en esta sede a cargo de la parte apelante.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCIA CAICEDO CALDERON 
                   HERNÁN MEJÍA URIBE

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
� http://www.dane.gov.co.
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